PROYECTO DE LEY

EL SENADO Y CÁMARA DE DIPUTADOS

DE LA PROVINCIA DE BUENOS AIRES
SANCIONAN CON FUERZA DE

LEY

Artículo 1° : Declárase, por el término de un (1) año, la emergencia del sistema previsional que comprende a los agentes dependientes de la Dirección General de Cultura y Educación, o sus derechohabientes, hayan o no iniciado actuaciones para la obtención de un beneficio previsional. 

Artículo 2: Créase la “Unidad Ejecutora del Programa de Emergencia Previsional de la Dirección General de Cultura y Educación”, la cual tendrá como objetivo general, dentro del período de vigencia de la emergencia declarada por el artículo precedente, poner en marcha los siguientes subprogramas:

1) Subprograma “Jubilación Automática Docente”, el cual tendrá como objetivo general implementar un sistema administrativo que en el plazo máximo de dos (2) meses, a partir del requerimiento formal del agente peticionante del beneficio previsional, o sus derechohabientes, remita a la autoridad de aplicación respectiva toda la documentación que haga a su derecho previsional. 

2) Subprograma “Pronto Despacho”, el cual tendrá como objetivo general implementar un sistema administrativo para que en el plazo máximo de diez (10) meses, a partir de la entrada en vigencia de la presente norma, se despache la totalidad de la documentación previsional ya requerida a esta Dirección General de Cultura y Educación, comenzando por los trámites cuya iniciación sea más antigua.

Artículo 3: La Unidad Ejecutora creada por el artículo 2 de la presente ley operará como órgano descentralizado funcional, dentro de la órbita de la Dirección General de Cultura y Educación, la cual propondrá al Poder Ejecutivo la estructura orgánico funcional necesaria para la consecución de los objetivos especificados en el artículo 2 de esta ley. 

Artículo 4: El Poder Ejecutivo, a propuesta de la Dirección General de Cultura y Educación, designará a los agentes que deban cubrir los cargos creados en razón de la estructura orgánico funcional de la Unidad Ejecutora.

Artículo 5 Incorpórase como "artículo 15 bis" del régimen previsional establecido por el decreto - ley 9.650/80 y sus modificatorias, el siguiente texto:

"Artículo 15 bis: Con relación a la acreditación del tiempo de servicio que fuere necesario certificar, para acceder a la condición de titular de las prestaciones y beneficios instituidos por este cuerpo normativo, el afiliado podrá optar entre: 

a) Peticionar a los organismos de la administración publica provincial o municipales que hayan sido sus empleadores, que certifiquen la totalidad de la cantidad de tiempo de servicios prestados en cada dependencia. 

b) Solicitar que se certifiquen exclusivamente los que el afiliado considere suficientes para cumplimentar los requisitos establecidos en el presente plexo legal, prescindiendo de la certificación de aquellos cuya simultaneidad resultare irrelevante para la obtención del beneficio.

A los fines del presente artículo, el organismo certificante podrá emitir informes basados en los registros que acrediten antigüedad escalafonaria, siempre y cuando discriminen entre el total del tiempo de servicio prestado en organismos de la administración pública provincial o municipalidades de la Provincia de Buenos Aires, y el total de los  de extraña jurisdicción”.  

Artículo 6: Modifícase el artículo 41 del decreto - ley 9.650/80, texto según ley 12.634, el cual quedara redactado de la siguiente manera:

"Artículo 41: El haber mensual de la jubilación ordinaria, calculada por servicios en relación de dependencia, será el equivalente al setenta por ciento (70%) de la remuneración mensual asignada al cargo desempeñado que resultare más beneficioso para el afiliado.



En todos los casos se requerirá haber cumplido en el cargo un período mínimo de treinta y seis (36) meses consecutivos o sesenta (60) alternados. Si estos períodos fuesen menores, el cargo jerárquicamente superior se considerará comprendido en el inferior, regulándose el haber por este último cargo."

Artículo 7: Incorpórase como "artículo 41 bis" del régimen previsional establecido por el decreto - ley 9.650/80 y sus modificatorias, el siguiente texto:

"Artículo 41 bis: A los fines de determinar la remuneración más beneficiosa para el afiliado, éste podrá optar entre peticionar que el organismo empleador la determine, o proponer que se certifiquen las que a criterio del afiliado resulten más beneficiosas.  En este último caso el organismo empleador se limitará a certificar las remuneraciones de los períodos propuestos por el afiliado."

Artículo 8: Incorpórase como "artículo 41 ter" del régimen previsional establecido por el decreto - ley 9.650/80 y sus modificatorias, el siguiente texto:

"Artículo 41 ter: La liquidación del haber previsional se hará sobre la base remunerativa que surja de la opción efectuada por el afiliado, con arreglo a lo establecido por el artículo 41 bis de la presente norma.

Cuando no fuere posible determinar el cargo desempeñado por el afiliado, éste no podrá ejercer la opción ofrecida en el artículo 41 bis precedente. En este caso el haber lo determinará la autoridad de aplicación en materia previsional, mediante el procedimiento de promediar las remuneraciones efectivamente percibidas, actualizadas mediante los coeficientes a que se refiere el artículo 51, durante los treinta y seis (36) meses continuos, o sesenta (60) alternados, más favorables para el afiliado.

En la determinación de este promedio no se incluirá el sueldo anual complementario.

No se podrá determinar el haber de la prestación sobre la base de servicios o remuneraciones cuya comparación surja exclusivamente de prueba testimonial."

Artículo 9: Modifícase el artículo 45 del decreto - ley 9.650/80, el cual quedará redactado de la siguiente manera:

"Artículo 45: El haber de la jubilación por invalidez será equivalente al setenta por ciento (70%) de la remuneración mensual asignada al cargo desempeñado que resultare más beneficioso para el afiliado.

En todos los casos se requerirá haber cumplido en el cargo un período mínimo de treinta y seis (36) meses consecutivos o sesenta (60) alternados. Si estos períodos fuesen menores, el cargo jerárquicamente superior se considerará comprendido en el inferior, regulándose el haber por este último cargo."

Artículo 10: Modifícase el artículo 47 del decreto - ley 9.650/80, el cual quedará redactado de la siguiente forma:

"Artículo 47: El haber del afiliado que haya desempeñado dos (2) o más cargos simultáneos de afiliación al Instituto de Previsión Social, o en Cajas comprendidas en el sistema de reciprocidad, y cumpliera en uno de aquellos los requisitos para obtener jubilación ordinaria, será el resultante de sumar al obtenido de conformidad con lo dispuesto en los artículos 41, 41 bis y/o 41 ter, el que corresponda por los servicios simultáneos, debiéndose computar éstos en proporción a los mínimos requeridos en el respectivo régimen para obtener jubilación ordinaria.

En el caso de los docentes que hayan desempeñado cargos jerárquicos y, simultáneamente, hubieren percibido retribución por  horas cátedra o módulos, la determinación del monto del haber previsional deberá realizarse teniendo en cuenta que las horas cátedra o módulos cesados o afectados para acceder al cargo jerárquico, se computarán como si se tratase de un cargo.       

Para acceder a este beneficio, el afiliado deberá haber desempeñado como mínimo tres (3) años de servicios efectivos, con aportes y simultaneidad continua, debiendo encontrarse comprendido en dicho lapso el cargo considerado para la determinación del haber de la jubilación ordinaria." 

Artículo 11: Modifícase el inciso c) del artículo 48 del decreto - ley 9.650/80, texto según decreto - ley 10.053/83, el cual quedara redactado de la siguiente forma:


"Artículo 48: 

c) El haber calculado según los artículos 41, 41 bis, 41 ter, 45 y 46, según corresponda, cualquiera fuere la edad y los años de servicios prestados por el causante a la época de su fallecimiento en actividad."

Artículo 12: Modifícase el artículo 51 del decreto - ley 9.650/80, el cual quedará redactado de la siguiente forma:

"Artículo 51: Facúltase al Poder Ejecutivo a efectuar las equivalencias por correlación, a instancia del Instituto de Previsión Social, cuando los cargos no conserven su individualidad presupuestaria o cuando el cargo que determinó el haber inicial fuera reestructurado o suprimido. Facúltaselo, asimismo, a fijar los coeficientes a los que se refieren los artículos 41 ter y 50 del presente decreto - ley."

Artículo 13: Facúltase al Poder Ejecutivo a realizar todas las adecuaciones presupuestarias y reglamentarias que fueren menester, en consonancia con la situación de emergencia declarada en el artículo 1º de la presente norma.

Artículo 14: Comuníquese al Poder Ejecutivo

FUNDAMENTOS

Sobre el objetivo general del proyecto.


El rápido acceso a la percepción de los haberes de una prestación previsional es una meta prioritaria de nuestro sistema de seguridad social provincial.

Modificar el marco legal que regula el sistema de prestaciones agilizando el otorgamiento de las mismas, sin por ello menguar la observancia del cumplimiento de los presupuestos fácticos y jurídicos que deben apontocar su otorgamiento, es un deber que nos impone nuestra condición de legisladores en función del mandato de representación que el Pueblo nos otorga.  


El presente proyecto apunta a dicha problemática y pivotea sobre cuatro conceptos centrales:

1) Reducir al mínimo la actividad de constatación que deben realizar los organismos empleadores, sin que ello ponga en peligro las certezas que todo sistema previsional debe brindar y cumplimentar.

2) Eliminar las certificaciones de servicios y/o de remuneraciones que, a la hora de determinar el otorgamiento del beneficio previsional, en nada incidirán y que, por ende, nada agregarán a las necesidades de contralor y justa retribución del afiliado.  

3) Incorporar, como forma de abreviar el tiempo de búsqueda de datos, la posibilidad de que el afiliado indique cuales son, a su criterio, aquellos que, cumplimentando las exigencias para la obtención del beneficio, le resultan más favorable, prescindiéndose de la certificación de aquellos datos cuya simultaneidad resultare irrelevante a esos fines. Esta modalidad de participación del afiliado, de manera alguna sustituye las competencias que la actual normativa otorga a la autoridad de aplicación, ni las releva de  sus responsabilidades de verificar que la petición del afiliado se apoya en datos reales. Pero, ciertamente, brinda la posibilidad de agilizar la tramitación sin por ello afectar la tutela del bien jurídico encomendado al organismo. 

4) Otorgar a los organismos intervinientes las herramientas excepcionales de gestión administrativa que la gravedad de la situación requiere, incluyendo la declaración de emergencia previsional para el caso de los afiliados que dependen de la Dirección General de Cultura y Educación (D.G.C.E.).

Sobre la necesidad de declarar la emergencia del sistema previsional para agentes de la D.G.C.E.


Un capítulo especial, dentro de la problemática del sistema previsional, lo constituye el referido a la situación de los docentes que están en condiciones de ser beneficiarios del servicio previsional provincial. 


Los reclamos de los trabajadores de la educación han resonado no sólo en las oficinas de los organismos estatales, sino también en los medios masivos de comunicación; y más allá de las consideraciones particulares que tiene toda cuestión de esta envergadura, lo cierto es que la demora en acceder al cobro del beneficio previsional requiere soluciones tanto para la emergencia, como para el funcionamiento permanente del sistema.

Ello así, es necesario declarar la emergencia previsional con respecto a los afiliados que dependen de la Dirección General de Cultura y Educación, a fin de proporcionar a los organismos intervinientes en la confección de las certificaciones y demás documentación necesaria para la obtención del beneficio previsional, las herramientas de gestión más aptas para enfrentar la problemática.

Como toda declaración de emergencia, la misma debe estar acotada en el tiempo, y sobre el particular este proyecto propone que el período de vigencia de la emergencia sea de un (1) año.  

La creación de un Programa “ad hoc”, el cual sería llevado a cabo por una Unidad Ejecutora bajo el esquema de órgano descentralizado funcional de la Dirección General de Cultura y Educación, permitiría responder ágilmente a tamaño desafío.

La problemática previsional docente se manifiesta en diversas facetas, dada la multicausalidad de factores que intervinieron (y aun lo hacen) en la génesis del problema. Pero a los fines de instrumentar una solución operativa, se propone trabajar simultáneamente sobre dos grandes campos:

a) El de los trámites ya iniciados, y que se encuentran trabados en su resolución;

b) y el de la reformulación operativa del sistema que soportará la demanda permanente de certificación de datos.

Para viabilizar la cuestión del punto a) precedente, se implementará un Subprograma, el cual tendrá como objetivo general implementar un sistema administrativo que, una vez puesto totalmente en marcha, a partir del requerimiento formal del agente peticionante del beneficio previsional, o sus derechohabientes, en el plazo máximo de dos (2) meses se remita a la autoridad de aplicación en la materia toda la documentación previsional. 

Con respecto al punto b), se pondrá en marcha otro Subprograma, el cual tendrá como objetivo general implementar un sistema administrativo para que en el plazo máximo de diez (10) meses, a partir de la entrada en vigencia de la presente norma, se despache la totalidad de la documentación previsional ya requerida a la Dirección General de Cultura y Educación, comenzando por los trámites cuya iniciación sea más antigua.

Sobre el modo de certificar la cantidad de tiempo de servicios prestados por los agentes de la administración pública provincial.

El decreto–ley 9.650/80 en su Título I, Capítulo IV – Cómputo de Servicios- , establece en el artículo 15 que “A los efectos de esta ley se computarán los servicios remunerados que el afiliado hubiere prestado…”. Resulta claro que el Capítulo IV regla la cuestión relativa a la cantidad de años de servicios remunerados (y en algunos casos honorarios) con que el afiliado debe contar para acceder al beneficio previsional pretendido.  

Pero también debe tenerse en claro que al mencionar la condición de servicios remunerados esto no implica –en lo que hace al Capítulo IV- que deban detallarse todos y cada una de los montos de todas las remuneraciones y/o aportes devengados a lo largo de la vida laboral del afiliado.  Concebirlo de tal forma sería un exceso que la télesis de la norma no exige, ya que el carácter de servicio remunerado se adquiere a partir de que el afiliado percibe cualquier suma de dinero, por más ínfima que fuere. Ello así, es entonces evidente que el carácter de remunerado (condición que sí pide el plexo legal) es independiente del monto que cobraba el afiliado.  

Siendo contestes con el principio que enuncia que el trabajo no se presume gratuito, se debe estar a que la regla es que el trabajador presta sus servicios ad valorem; y si bien es cierto que los regímenes que regulan los derechos y obligaciones de los trabajadores estatales, contemplan la posibilidad de usufructuar licencias sin goce de haberes sin que deje de existir relación de empleo público, esa situación constituye una excepción que resulta casi insignificante a los fines de constatación que el régimen previsional necesita. 

No obstante ello, y a título de mejor proveer al criterio del Honorable Cuerpo, es dable mencionar que tanto en el I.P.S. como en el I.O.M.A., se guardan registros de los agentes que han utilizado ese tipo de licencias (gremial, decenal, por cargo electivo, etc.), cuestión que torna rápida la detección de la diferencia que pudiere existir entre la antigüedad escalafonaria que informan los organismos certificantes, y la diferencia en menos que pudiere llegar a resultar al descontarse los períodos no remunerados. 

Asimismo, la práctica demuestra que esto tendría incidencia en la determinación de cuál sería el organismo previsional otorgante, siempre que la cantidad de tiempo certificado se aproxime al límite mínimo admitido por el I.P.S.; pero en la medida que dichas constancias demuestren que el pretendido beneficiario ha prestado  servicios remunerados como empleado estatal en la órbita provincial y/o municipal, de forma tal que le sobren dos o más años para que el otorgante sea el I.P.S., podría decirse con un altísimo grado de certeza que nuestro órgano previsional provincial debe otorgar el beneficio, cosa que se determina con una simple operación aritmética.   

En función de estos criterios, por el artículo 5 de este proyecto de ley se incorpora al decreto-ley 9.650/80 (t.o.) el artículo 15 bis, el cual establece que el afiliado podrá optar entre peticionar que el o los organismos empleadores certifiquen la antigüedad de los respectivos servicios prestados en cada dependencia, o solicitar que se certifiquen exclusivamente los que el afiliado considere suficientes para cumplimentar los requisitos de acceso a la prestación, prescindiendo de la certificación de aquellos cuya simultaneidad resultare irrelevante a esos fines.  Pero además permite, como punto de apoyatura documental, utilizar las bases de datos que determinan la antigüedad escalafonaria de cada agente estatal bonaerense, habilitándose con ello un mecanismo de pronta y exacta determinación de la antigüedad del afiliado al IPS, sin lesionar el grado de certeza que la certificación requiera.

Como reflexión final sobre este apartado, diremos que una de las mayores trabas para darle celeridad al trámite de certificación de servicios y remuneraciones, lo constituye el hecho de abordar, simultáneamente, la verificación del cumplimiento del tiempo de servicio necesario para alcanzar el beneficio previsional, y la determinación de la remuneración que será la base para calcular el haber previsional.  

Los dos primeros requisitos a verificar, para saber si un trabajador puede jubilarse son: edad y antigüedad en los servicios. Obviamente que no hay dificultad alguna con relación a la determinación de la edad; pero la cuestión se torna más dificultosa con respecto a la antigüedad en los servicios. 

Sobre el requisito “antigüedad”, lo primero que se debe determinar es si la cantidad de tiempo de prestaciones es la que exige la normativa en la especie.  El siguiente paso es determinar si el afiliado está en condiciones de hacerlo por el IPS. Debe quedar en claro, entonces, que para tener certidumbre respecto de si el afiliado puede jubilarse, y además pueda hacerlo por el IPS, no es necesario, en primera instancia, determinar el monto de las remuneraciones que percibió, ya que esa es una etapa posterior del trámite.

Pues bien, esta determinación de antigüedad puede hacerse partiendo de los registros que cada organismo tiene para determinar la antigüedad escalafonaria, ya que es sabido que en cada legajo personal se tiene la documentación que posibilita la liquidación de dicho rubro salarial.

 Es más, también existe en dichos legajos la documentación que acredita los servicios prestados en otras jurisdicciones estatales (que no sean de la provincia de Buenos Aires), pues, de no ser así, no podría sumarse esa antigüedad a la adquirida por servicios en nuestra provincia para que se le liquide el referido rubro remunerativo.

Como se desprende de este análisis, una simple operación aritmética permite establecer rápidamente cual será el organismo otorgante del beneficio, ganándose en tiempo y eficacia para emitir las constancias necesarias, sin por ello afectar el grado de certeza que debe tener la documentación. Cumplidos estos recaudos, se estará en condiciones de abocarse a la determinación del monto del haber previsional, sin necesidad de esperar la conclusión de estériles gestiones.

 Sobre la mecánica de determinación del haber previsional

El Título III del decreto-ley 9.650/80 establece las pautas para la determinación del haber previsional. En el artículo 41 de esa norma se establecía que la base sobre la cual debía calcularse el haber mensual de la jubilación ordinaria surgiría del cargo que el afiliado ocupaba a la fecha del cese, o del cargo de mayor jerarquía. En virtud del artículo 6 de este proyecto se modifica el referido artículo 41, estableciéndose el criterio de que la base para liquidar el haber mensual de la prestación resultará del haber más beneficioso para el afiliado.
El artículo 7 del proyecto incorpora como artículo 41 bis, a los fines de determinar la remuneración más beneficiosa para el afiliado, la posibilidad de que éste opte entre peticionar que el organismo empleador la determine, o proponer que se certifiquen las que a criterio del propio afiliado resulten más beneficiosas. Para ese último caso, se dispone que  el organismo empleador se limite a certificar las remuneraciones de los períodos propuestos por el afiliado.

La variante que introduce el citado artículo 7 permitiría abreviar el trámite de certificación de remuneraciones, sobre todo en el caso de los trabajadores regidos por la ley 10.579, ya que la simultaneidad de prestación de servicios frecuentemente hace que, a la hora de determinarse la base remunerativa sobre la que se calculará el haber mensual del afiliado, uno o más servicios no incidan de manera alguna en el monto mensual que percibirá el beneficiario.

Con respecto al artículo 8, por él se incorpora el artículo 41 ter del régimen previsional, fijando que la liquidación del haber previsional se hará sobre la base remunerativa que surja de la opción efectuada por el afiliado. 

En cuanto a los casos en que no fuere posible determinar el cargo desempeñado por el afiliado, se especifica que éste no podrá ejercer la opción ofrecida en el artículo 41 bis, dejando esa función en manos de la autoridad  de aplicación en materia previsional. Con relación al procedimiento a seguir en estos casos, se continúa con la metodología de promediar las remuneraciones efectivamente percibidas, actualizadas mediante los coeficientes a que se refiere el artículo 51 (según redacción del proyecto), durante los treinta y seis (36) meses continuos, o sesenta (60) alternados, más favorables para el afiliado.

Los artículos 9 a 12 del proyecto, adecuan la redacción de los artículos 45, 47, 48 y 51 a las modificaciones introducidas por la presente propuesta normativa.

Honorable Cuerpo, en función de los fundamentos expuestos, solicito se acompañe el presente proyecto de ley con el voto positivo de todos los integrantes de nuestra legislatura.

